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Asunto: Impugnación improcedencia

Decisión: Revoca y ampara derecho a la salud

ASUNTO

Se decide la impugnación presentada contra el fallo dictado el 26 de julio de 2011 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca
, dentro de la acción de tutela adelantada por JOSÉ MARINO DELGADO MARULANDA –mediante apoderado- contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL, donde se decidió “DECLARAR IMPROCEDENTE” el recurso de amparo.

HECHOS

El actor –mediante apoderado- impetró recurso de amparo para solicitar la protección de su derecho fundamental a la “salud en conexidad con la vida” el que estimó lesionado por la autoridad demandada y para lo cual narró los siguientes hechos:
Manifestó que su poderdante ingreso a prestar el servicio militar en el año de 1998, producto de lo cual fue enviado la “Base de Miraflores” donde encontrándose cumpliendo su función constitucional, el Batallón fue atacado “por los subversivos de las FARC con cilindros y ráfagas de fúsil, por lo que debieron entrar en arduo y extenso combate habiéndoseles agotado la munición lo que hizo que fueran aprehendidos por el enemigo, quienes se los llevaron a sus campamentos en condición de secuestrados”.
Narro que duro secuestrado por tres años en condiciones infrahumanas y después de su liberación –en el año 2001- “el Ejército le dio atención sicológica, pero no el tratamiento que requería el trauma que sufrió durante el secuestro. El 29 de agosto de 2001, la Dirección de Sanidad le practicó Junta Médica No. 2415” donde se determinó que presenta “trastorno de stress postraumático actualmente asintomático” y le determina una incapacidad de “no apto para la actividad militar” con una disminución de la capacidad laboral del 21.7%.

Adujo que después del retiro y al no contar con ningún tipo de atención por parte de la entidad accionada, el petente “ha venido presentando comportamiento de agresividad, desmejoramiento en su aspecto personal, revivicencias, siente que lo persiguen, tiene alucinaciones auditivas e insomnio. El 15 de septiembre del cursante año, experimento una fuerte crisis por lo que tuvo que ser llevado al Hospital Departamental Psiquiátrico Universitario del Valle ESES y después de ser valorado se conceptuó que dicho señor padece de trastorno de estrés postraumático con síntomas depresivos y psicóticos”.
Informó que con fundamento en lo anterior -el 9 de mayo de la presente anualidad- solicitó al Director de Sanidad “se le prestaran los servicios médicos, pero se los niegan bajo el argumento de que ni es activo, ni pensionado de las Fuerzas Militares”, sin encontrar mérito para ello toda vez que la situación de representado es similar –a su juicio- a la de su compañero de secuestro ELKIN FABIAN HERNÁNDEZ ROMERO a quien se le concedió el amparo constitucional, razón por la cual se le debe suministrar igualdad de trato.

Con fundamento en lo anotado, solicitó se ordene a la entidad demandada “le presten los servicios médico y hospitalarios a mi mandante en la sede que corresponda de acuerdo al lugar de residencia del mismo, que en la actualidad lo es en la ciudad de Cali, Valle del Cauca  -Carrera 27 A No. 49-11, Barrio Nueva Floresta, en razón al trastorno de stress postraumático con síntomas depresivos y psicóticos que le fue diagnosticado en el Hospital Psiquiátrico Universitario del Valle y se le de el tratamiento y medicación que requiere para lograr su estabilidad psiquiátrica y que si trascurridos seis (6) meses sin obtener mejora alguna, se le ordene la práctica de una nueva médica Junta Médica Laboral, con el fin de determinar su disminución de capacidad laboral actual que padece”.
ACTUACIONES PROCESALES E INTERVENCIONES

El a quo -mediante auto del 13 de julio de 2011- (fl.55) avocó el conocimiento del asunto y admitió el recurso de amparo, ordenando la notificación de la autoridad accionada e igualmente dispuso la práctica de pruebas.

En cumplimiento de las anteriores determinaciones, concurrió al trámite tutelar la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional (fl.62) autoridad que se opuso a las pretensiones incoadas por el actor y en relación al caso concreto precisó que “al actor ya se le definió su situación médico laboral mediante acta de Junta Médico Laboral No. 2415 del 29 de agosto de 2001, donde se determinó una pérdida de la capacidad laboral del 21.7%” razón por la cual y atendiendo el porcentaje de invalidez se la canceló la indemnización correspondiente, más no la pensión exigida al carecer de los requisitos demandados por las normas vigentes.

En relación con el derecho a la igualdad, adujo que el fallo traído como referente “tiene efecto inter-partes, es decir que solo tiene fuerza vinculante para las partes de ese caso particular dadas las condiciones únicas del mismo y no el efecto inter-comunis que pretende el petente se le de al mismo, ya que si bien es cierto existe ciertas similitudes entre un caso y otro, se requiere que el fallador le de expresamente el contenido de la sentencia efecto inter-comunis en la demanda”.
PROVIDENCIA IMPUGNADA

El a quo en decisión del 26 de julio de 2011 (fl.66) decidió “declarar improcedente la presente acción de tutela” (fl.74) al estimar –previa caracterización desde los presupuestos para soportar la procedencia del recurso de amparo- que el caso sometido a decisión “es imperioso concluir que…no existe reparo alguno en cuanto hace referencia al juicio procedibilidad en relación con el acatamiento del principio de inmediatez, pues no se estructura tal condición de procedibilidad para el presente recurso de amparo” toda vez que “dejo trascurrir un tiempo amplio, esto es más de diez años para acudir a la protección de los derechos fundamentales, no obstante de tratarse del flagelo del secuestro, la acción debió instaurarse en un tiempo proporcional”.
IMPUGNACIÓN

El apoderado del actor impugnó la decisión de instancia (fl.81) para lo cual adujo que a su cliente no se le otorgó igualdad de trato al no recibir la misma protección concedida a su compañero de cautiverio JOSE ELIODORO TORRES HERNÁNDEZ, lo que configura una lesión al derecho a la igualdad, postura que soportó con el arribo de la sentencia de la Corte Constitucional que concedió la protección superior.

Finalmente anotó que la secuela del trastorno de stress postraumático y ante el afán que tenía para reunirse con su familia “la manifestación u orden que le dieron de que se podía ir para su casa, sumado a la euforia que tenía por el hecho de la liberación, se puede imaginar tan siquiera, si estaban en condiciones mentales y de ánimo para valorar los resultados de la Junta Médica que les acaban de practicar y de cumplir o seguir el procedimiento en el evento de conformidad con los resultados de la misma. Por mi parte, digo que no”.

Enfatizó que fueron varias las veces que el actor concurrió a las instalaciones de la entidad demandada a solicitar el servicio médico y en todas fue negado el mismo, motivo por el cual la familia aprendió a convivir con la crisis hasta cuando tuvo conocimiento que acudiendo a la acción de tutela podía acceder a los servicios de salud, tal como lo solicita en esta oportunidad.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

De conformidad con lo previsto en los artículos 86; 116 inciso 1º; 256 numeral 7º de la Constitución Política; 32 del Decreto 2591 de 1991 y el Decreto 1382 de 2000, la Sala Dual No. 5 de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para resolver la impugnación incoada dentro de la presente acción de tutela, a ello se procederá previas las siguientes consideraciones de hecho y de derecho que a continuación se exponen.

Antes de cualquier consideración de orden teórico y dogmático, la Sala estima necesario referirse –primero- a los requisitos que sustentan la procedencia del recurso de amparo y una vez superados los mismos abordar el análisis material del caso sometido a estudio.

1.- Procedencia de la acción de tutela.-

Como primer aspecto, la Sala estima que la presente acción de tutela es procedente al no existir un medio de defensa judicial al cual pueda acudir el actor para que se ordene la atención médica solicitada, sumado a lo anterior -se encuentra- la carencia de los medios económicos necesarios –según afirmación del apoderado del petente- para atender la situación, evento este que se convierte en un perjuicio irremediable.

Ahora bien, en cuanto hace relación al principio de inmediatez –el cual no consideró superado el juez constitucional de instancia- debe afirmarse que el mismo se reúne en el presente en caso, pues el solo hecho de haberse perpetuado en el tiempo las lesiones producidas como consecuencia del secuestro sufrido cuando el actor prestaba el servicio militar, permiten afirmar que se está ante una lesión actual de los derechos fundamentales alegados que habilitan al juez constitucional a pronunciarse de fondo ante los hechos puestos en conocimiento en el escrito tutelar.

2.- Problema jurídico.-

El asunto que se revisa versa sobre el alcance de la obligación de la entidad accionada de prestar servicios médicos asistenciales a un retirado del Ejército Nacional cuando las lesiones se produjeron como consecuencia de la prestación del servicio militar obligatorio.

3.- Análisis del caso.-

Sea lo primero indicar, que la vinculación de un ciudadano colombiano como miembro del Ejército Nacional, para el cumplimiento de las funciones constitucionales que son propias de dicha institución -artículo 217 de la C.P.- genera una relación correlativa a los derechos, libertades, beneficios y garantías que el ordenamiento constitucional ofrece al militar, cuya realización corresponde asegurar al mismo Estado.

Como aspecto general, se tiene que los nacionales que se encuentran vinculados al Ejército Nacional, continúan siendo titulares de los derechos reconocidos en la Carta Política, además de ser beneficiarios de ciertas prerrogativas y exenciones legalmente establecidas en virtud de su especial situación -artículo 216, inciso 2 de la C.P.-, así como sujetos de razonbales limitaciones para el ejercicio de ciertos derechos y libertades con ocasión de las condiciones propias que impone la actividad militar, bajo lineamientos de obediencia según la línea de mando y de la disciplina propia de las entidades castrenses que enmarcan dicha actividad, siempre y cuando aquellas resulten proporcionales a los fines que las sustentan.

Tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en la sentencia T-376/97: 

“[…] en virtud de la naturaleza humana de quienes prestan el servicio militar y por la dinámica misma de tal actividad, eventualmente, pueden resultar comprometidos algunos de sus derechos como sucede, por ejemplo, con la salud, teniendo en cuenta que las labores que allí se realizan demandan grandes esfuerzos para obtener y mantener un buen rendimiento físico y en virtud del hecho de que dichas actividades entrañan algunos riesgos tanto físicos como síquicos en su desarrollo.

En tal caso, el soldado en servicio activo afectado en su salud por una lesión en accidente común o de trabajo o por alguna enfermedad puede reclamar a los organismos de sanidad de las Fuerzas Militares -quienes tienen atribuidas las funciones de prevención, protección y rehabilitación en beneficio de su personal- la atención médica, quirúrgica, servicios hospitalarios, odontológicos y farmacéuticos necesarios, al igual que elementos de prótesis cuando sean indispensables, por el tiempo necesario para definir su situación y sin perjuicio del reconocimiento de las prestaciones económicas a que haya lugar (Decreto No. 2728 de 1968, artículo 1o., y Decreto No. 094 de 1989, arts. 38 y 42).
 (s.f.t.).
Planteados los anteriores elementos jurisprudenciales, se puede concluir que el militar colombiano tiene como ciudadano y como servidor del Estado, títulos suficientes para que en todo caso -pero particularmente cuando su salud se lesione por actos derivados de la prestación del servicio- se le respete el derecho a que se le suministre la atención médica, quirúrgica, hospitalaria, servicios odontológicos y farmacéuticos en los lugares y condiciones científicas que su caso exija.

Pero en el caso concreto -adicional al sufrimiento del actor- existe una valoración médica que lo califica como no apto para la prestación del servicio en razón de la limitación que adolece y en este evento en lo que hace referencia al amparo del derecho a la salud de los miembros del Ejército que padecen incapacidad física o sicológica debe acogerse lo definido por la Corte Constitucional en la sentencia T-135/06:

“4.  La protección especial del discapacitado en el ordenamiento constitucional.  

La Constitución Política de 1991 establece en varias de sus disposiciones una protección especial para todas aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de “debilidad manifiesta.” 

Es así como en el inciso segundo del artículo 13 Superior se dispone que: “El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados” y seguidamente estipula, que “El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.”

En armonía con lo señalado, el artículo 47 de la Carta, establece que “El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la atención especializada que requieran”.

De lo afirmado resulta claro que es obligación del Estado tomar las decisiones de carácter legislativo, judicial, administrativo, educativo o de otra índole que sean necesarias para garantizar el ejercicio de los derechos fundamentales de las personas impedidas, pues éste es un deber de rango constitucional que la jurisprudencia ha denominado "deber positivo de trato especial.”
 

5.   El deber de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional de prestar los servicios de salud. 

En desarrollo del artículo 217 de la Constitución Política,
 se creó el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, el cual está regulado en el Decreto 1795 de 2000. 

El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, es entonces un modelo distinto e independiente de suministro de prestaciones médico asistenciales establecido en la Ley 100 de 1993
, que encuentra legitimidad en las especiales condiciones laborales que tienen los miembros de la Fuerza Pública, quienes exponen constantemente su integridad física como elemento connatural al servicio que prestan.

Cabe mencionar que el artículo 2º del Decreto 1795 de 2000 se refiere a la SANIDAD como “un servicio público esencial de la logística militar y policial, inherente a su organización y funcionamiento, orientada al servicio del personal activo, retirado, pensionado y beneficiarios.” -Negrilla fuera de texto-

El objeto del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional está establecido el artículo 5º ibídem que dispone: “[p]restar el Servicio de Sanidad inherente a las Operaciones Militares y del Servicio Policial como parte de su logística Militar y además brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios. (...)”, con carácter obligatorio, a través de los establecimientos de sanidad, con plena observancia de los principios, de calidad, ética, eficiencia, universalidad, solidaridad, protección integral, obligatoriedad, equidad y racionalidad, entre otros, que orientan la prestación del servicio de salud (artículo 6º). 
El artículo 27 del Decreto 1795 de 2000, por su parte se refiere al “plan de servicios de sanidad militar y policial”, cuando dice:

 “Todos los afiliados y beneficiarios al SSMP, tendrán derecho a un Plan de Servicios de Sanidad en los términos y condiciones que establezca el CSSMP. Además cubrirá la atención integral para los afiliados y beneficiarios del SSMP en la enfermedad general y maternidad, en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación. Igualmente tendrán derecho a que el SSMP les suministre dentro del país asistencia médica, quirúrgica, odontológica, hospitalaria, farmacéutica y demás servicios asistenciales en Hospitales, Establecimientos de Sanidad Militar y Policial y de ser necesario en otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”  -Negrilla fuera de texto-
De lo anterior resulta claro entonces, que es deber de las fuerzas militares otorgar la atención médica y la asistencia necesaria a las personas que sufran afecciones de salud y que se encuentren como afiliados o beneficiarios del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional –SSMP-.

En ese sentido, se considera importante traer a colación lo establecido por la doctrina constitucional
 según la cual, el Sistema de Seguridad Social en Salud de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional -SSMP-, debe suministrarse a los soldados que prestan el “servicio militar” incluso con posterioridad a su “desincorporación”, cuando en desarrollo del mismo, adquieran una enfermedad o sufran una lesión. 

Sobre el particular, la Corte precisó:

“(...) Como seres humanos dignos que prestan un servicio a la patria, los soldados de Colombia tienen derecho a esperar que el Estado les depare una atención médica oportuna y adecuada, sin eludir responsabilidades mediante consideraciones que ponen en tela de juicio la buena fe del ciudadano que la Constitución presume. (..)

De otra parte, esta Corte ha reconocido que la seguridad social y la salud son derechos fundamentales y que tienen una evidente incidencia en la prolongación de la vida. (..)

El soldado colombiano tiene como ciudadano y como servidor de la patria títulos suficientes para que en todo caso, pero particularmente cuando su salud se resienta por actos u omisiones del Estado, se le respete su derecho a que el gobierno le suministre la atención médica, quirúrgica, hospitalaria y los servicios odontológicos y farmacéuticos en los lugares y condiciones científicas que su caso exija (...)”.

Esa posición ha sido reiterada
 por la Corte, que también ha dicho que la protección del derecho a la salud, a la integridad y a la dignidad adquieren un “plus constitucional toda vez que pueden resultar seriamente comprometidos en atención a las labores que realizan, las cuales demandan un gran esfuerzo físico e implican una amplia gama de riesgos físicos y psíquicos propios de una actividad peligrosa”
, cuando se trata de las personas que prestan su servicio a las Fuerzas Militares o la Policía Nacional”.
Ahora bien descendiendo al caso en estudio, es necesario seguir la doctrina de la Corte Constitucional contenida en la sentencia antes indicada y de cara a las pretensiones elevadas por el actor enfatizar en los siguientes elementos : 1.).- Que el actor se encontraba debidamente vinculado al Ejército Nacional; de manera que, los servicios médicos asistenciales que solicitó a esa entidad tenían un fundamento legal; 2.)- Que el tratamiento practicado no logró recuperarlo, sino controlar temporalmente su condición psicofísica, la cual en el momento actual se encuentra alterada; 3.).- Que la rehabilitación es indispensable para capacitar al afectado con el objetivo de que pudiera desarrollar otras actividades útiles posteriores al retiro de la institución.

En el caso bajo estudio se puede apreciar sin mayor esfuerzo y con el simple examen de las pruebas obrantes en el proceso y la historia clínica del soldado, que este se encontraba vinculado al Ejército Nacional al momento que fue secuestrado y que como consecuencia del mismo, su salud -tanto mental, como física- se vio alterada y a la fecha no se ha restablecido, puesto que tal como se concluyó en el Acta de Junta Médico Laboral No. 2415 del 29 de agosto de 2001:

“A1.-POSTERIOR AL COMBATE FUE SECUESTRADO POR LAS FARC PRESENTA ANSIEDAD RECUERDO DE LOS EVENTOS SINTOMAS EVITATIVOS RECIBIO TRATAMIENTO QUEDANDO COMO SECUELA: A).- TRANSTORNO DE STRESS POSTRAUMÁTICO ACTUALMENTE ASINTOMÁTICO. 2.- OBSTRUCCIÓN NASAL IZQUIERDA CON CUADRO IRRITATIVO NO QUIRURGICO. AUDIOMETRIA TONAL DENTRO DE LOS LIMITES NORMALES.

B.- LE DETERMINA INCAPACIDAD. NO APTO PARA ACTIVIDAD MILITAR.

C.- LE PRODUCE UNA DISMINUCIÓN DE LA CAPACIDAD LABORAL DEL VEINTIUNO PUNTO SIETE POR CIENTO (21.7%).

D.- LESIÓN (1) OCURRIO EN EL SERVICIO POR ACCIÓN DIRECTA DEL ENEMIGO (LITERAL C) (A.T.) DE ACUERDO A INFORMATIVO SIN NÚMERO DEL 03 DE AGOSTO-98. AFECCIÓN 2) DIAGNOSTICADA EN EL SERVICIO PERO NO POR CAUSA NI RAZÓN DEL MISMO (LITERAL A) (E.C.) POR 3) NO HAY IMPUTABILIDAD POR NO EXISTIR PATOLOGÍA” (s.f.t.).

En efecto, si bien es cierto, Sanidad del Ejército le prestó servicios médicos, estos no han sido suficientes para lograr la recuperación total del peticionario y en la actualidad se le niegan con el argumento que al actor no se encuentra afiliado al sistema de Seguridad Social de la institución, por haber sido retirado de la misma.

Frente a tal situación, no sobra advertir que la enfermedad del reservista no existía con antelación a la prestación del servicio militar, pues es innegable que fue a partir del in suceso del secuestro de donde se derivan todas las consecuencias calamitosas para el petente, siendo incomprensible que el Ejército Nacional se niegue a brindarle los servicios médicos requeridos, con el argumento de no encontrarse vinculado a la institución.

Si bien la normatividad vigente establece que una vez finalizada la prestación del servicio militar y otorgada “la baja” cesan las obligaciones en materia de seguridad social para los que entran a formar parte de la reserva de las Fuerzas Militares en virtud de la desvinculación, en el presente caso dicha regla presenta una excepción en su aplicación en razón a las circunstancias que se encuentra por las lesiones sufridas por el actor como consecuencia del secuestro y la afectación de los derechos fundamentales y al peligro que se cierne sobre los derechos fundamentales a la salud y a la vida del actor que el juez constitucional de tutela no puede pasar por alto.

En este orden de ideas y de cara a la normatividad constitucional, las condiciones de salud que presenta el afectado lo colocan dentro de la clasificación que el Constituyente de 1991 estableció en el artículo 13 para personas “...que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta…”, con el preciso fin de que el Estado adelante respecto de ellas una protección adecuada y especial –máxime si obedece a lesiones sufridas en servicio-, es por ello que atendiendo a esa situación, la interpretación de las normas que rigen la prestación del servicio médico asistencial para los afiliados y beneficiarios del Ejército Nacional, realizada desde la óptica de los principios y valores constitucionales como la vida, la igualdad material, el orden social justo, entre otros, determinan que la atención de dicho servicio médico asistencial debe continuar hasta tanto obtenga una recuperación de las condiciones psíquicas y físicas, consideraciones estas que permiten a esta superioridad que ante lo decidido por la primera instancia impera REVOCAR la decisión impugnada que declaró improcedente la acción de tutela y CONCEDER la protección del derecho a la salud del actor y en consecuencia ordenar a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL, restablecer dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión, la atención especializada -hospitalaria, terapéutica y farmacológica- que requiere el actor para superar las afecciones que padece, hasta el total restablecimiento de su salud, precisando que en cuanto hace referencia al cobro de los tratamientos suministrados por la accionada y que se encuentran por fuera del plan de cobertura, se debe dar aplicación a lo dispuesto por la Corte Constitucional en la sentencia T-760 de 2008.

De otra parte, teniendo en cuenta que la valoración hecha por la Junta Médica en el año 2001, no tuvo en cuenta el carácter progresivo de la enfermedad, y por tanto, se encuentra obligada a determinar, con base en el nuevo estado de salud su actual porcentaje de invalidez, con el fin de precisar si el accionante puede ser acreedor a una eventual pensión de invalidez, se ordenará que en el término de diez (10) días, contados a partir de la notificación de esta providencia, convoque a una nueva Junta Médico Laboral que dentro de sus competencias legales, realice una nueva valoración al aquí actor, no obstante lo anterior en el caso de determinarse que no tiene derecho a la misma, no suspenda la atención especializada -hospitalaria, terapéutica y farmacológica- ordenada en precedencia.
En mérito de lo expuesto, la Sala Dual No. 5 de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia impugnada, para en su lugar CONCEDER la protección a los derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social del señor JOSÉ MARINO DELGADO MARULANDA, por las consideraciones expuestas en esta providencia.
SEGUNDO : ORDENAR a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL, restablecer dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión, la atención especializada -hospitalaria, terapéutica y farmacológica- que requiere el actor para superar las afecciones que padece hasta el total restablecimiento de su salud, precisando que en cuanto hace referencia al cobro de los tratamientos suministrados por la accionada y que se encuentran por fuera del plan de cobertura, se debe dar aplicación a lo dispuesto por la Corte Constitucional en la sentencia T-760 de 2008.
TERCERO.- ORDENAR a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL que en el término de diez (10) días, contados a partir de la notificación de esta providencia, CONVOQUE a una nueva Junta Médico Laboral que dentro de sus competencias legales, realice una nueva valoración al señor JOSÉ MARINO DELGADO MARULANDA, no obstante lo anterior en el caso de determinarse que no tiene derecho a la misma, no suspenda la atención especializada -hospitalaria, terapéutica y farmacológica- ordenada en precedencia.
Una vez notificados todos los intervinientes, envíese a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

	JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ

	Magistrado

	

	PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

	Magistrado


� La Sala de tutela de primera instancia, estuvo conformada por los Magistrados ROBINSON SANABRIA BARACALDO y GERMÁN AUGUSTO VILLEGAS RODRÍGUEZ (fl.75).


� Decreto No. 2728 de 1968 “por el cual se modifica el régimen de prestaciones sociales por retiro o fallecimiento del personal de soldados y grumetes de las Fuerzas Militares.” y Decreto No. 094 de 1989 “por el cual se reforma el estatuto de capacidad sicofísica, incapacidades, invalideces e indemnizaciones delpersonal de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, Soldados, Grumetes, Agentes, Alumnos de las Escuelas de Formación y personal civil del Ministerio de Defensa y la Policía Nacional.”.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-534/92.


� Ver Sentencias T-619 y T-598 de 2005.


�  El artículo 217 de la Constitución Política, establece: “La Nación tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes constituidas por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional. La Ley determinará el sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares, así como los ascensos, derechos y obligaciones de sus miembros y el régimen especial de carrera, prestacional y disciplinario, que les es propio.” 


� ARTICULO 279, Ley 100/93. Excepciones. El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto-Ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones Públicas.


� Cfr. T-1115/05; T-1010/05; T-810/04 T-643/03.


� Corte Constitucional. Sentencia T-534/92.


� Ver, entre muchas otras, las sentencias T-1177 de 2000, T-864, T-956, T-1010, T-1046 y T-1134 de 2003; T-581, T-596, T-738, T-741 y T-810 de 2004; T-379 de 2005.


� Sentencia T-643/03.





